
RECURSO POTESTATIVO DE REPOSICIÓN CONTRA RESOLUCIÓN  DE _______ DE CONCESIÓN DE AYUDA A LA ADSG _________

CONSEJERÍA DE AGRICULTURA Y PESCA

DELEGACIÓN PROVINCIAL __________

D. ______________, representante legal de  la ADSG____________, con CIF: __________ y domicilio a efectos de notificaciones en ________, ______, comparece y como mejor proceda
EXPONE:

Que en virtud del presente escrito interpone recurso potestativo de Reposición contra la Resolución _________ dictada por el Ilmo. Sr. Delegado Provincial de _________, de concesión de ayuda a la ADSG _________ con Nº de Código_____ por la ejecución de los programas sanitario mínimo y complementario durante el periodo desde el 01/01/06 al 31/12/06, por no encontrarla ajustada a derecho, con fundamento en los siguientes antecedentes y consideraciones jurídicas.

ANTECEDENTES DE HECHO:

PRIMERO.- Que esta ADSG presentó solicitud de subvención por la ejecución de los programas sanitarios por un importe de ________.

SEGUNDO.- Que el programa ha sido realizado cumpliendo todos los requisitos establecidos en la normativa aplicable.

TERCERO.- Que se ha concedido subvención por un importe inferior al solicitado debido a la diferencia existente entre los datos comunicados por la ASDG y la Consejería de Agricultura y Pesca.

Que a los precedentes hechos entendemos de aplicación los siguientes 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- CAPACIDAD.- El recurrente ostenta el requisito de capacidad, pues de conformidad con el artículo 30 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común “tendrán capacidad de obrar ante las Administraciones, además de las personas que la ostenten con arreglo a las normas civiles, los menores de edad para el ejercicio y defensa de aquellos de sus derechos e intereses cuya actuación esté permitida por el ordenamiento jurídico administrativo sin la asistencia de persona que ejerza la patria potestad, tutela o curatela. Se exceptúa el supuesto de menores incapacitados, cuando la extensión de la incapacitación afecte al ejercicio y defensa de los derechos o intereses de que se trate”.

II.- LEGITIMACIÓN.- El recurrente está legitimado para interponer el presente recurso por cuanto cumple con lo prevenido en el artículo 31 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, que establece:

1. Se considerarán interesados en el procedimiento administrativo:

a. Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos individuales o colectivos.

b. Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan los derechos que pueden resultar afectados por la decisión que en el mismo se adopte.

c. Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan ser afectados por la resolución y se personen en el procedimiento en tanto no haya recaído resolución definitiva.

2. Las asociaciones y organizaciones representativas de intereses económicos y sociales, serán titulares de intereses legítimos colectivos en los términos que la Ley reconozca.

3. Cuando la condición de interesado derivase de alguna relación jurídica transmisible, el derechohabiente sucederá en tal condición cualquiera que sea el estado del procedimiento.

III.- COMPETENCIA.- Se interpone el recurso potestativo de Reposición ante la Dirección General del FAGA, dado que es el órgano que dictó el acto que se impugna.

IV.- PROCEDIMIENTO.- El presente Recurso Potestativo de Reposición se interpone en tiempo y forma ya que se presenta antes del plazo de un mes cumpliendo de esta forma lo prevenido en el artículo 117 de la Ley de Régimen Jurídico y del Procedimiento Administrativo Común.

V.- EN CUANTO AL FONDO DEL ASUNTO.

Motivos del recurso: El recurso potestativo de Reposición, conforme a lo establecido en el artículo 107 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (LRJPAC), podrá interponerse contra resoluciones, motivándose en cualquiera de las causas de nulidad o anulabilidad previstas en los artículos 62 y 63 de la citada Ley.

Pues bien, las razones de impugnación del acto emanado del Ilmo. Sr. Director del FAGA, son dobles;

1.- No se ha realizado el trámite de audiencia previsto en el artículo 84 de la LRJPAC, siendo ésta una causa invalidante del acto que se dicte ya que, con su omisión, se ha producido una indefensión real (no formal) y efectiva de los interesados, al no tener estos posibilidad de contrastar la información relativa al censo utilizada por la Administración para calcular la subvención. Esta idea  sobre la invalidación del acto cuando se omite el trámite de audiencia es expuesta por la doctrina jurisprudencial del Tribunal Supremo siguiendo la propia del Tribunal Constitucional sobre el concepto de indefensión. Y así la sentencia del Tribunal Supremo 24-05-95, RJ 4178, expuso “...que la indefensión que se prohíbe en la Constitución artículo 24.1º, no nace de la sola y simple infracción (TS 24-11-86, RJ 145), que la indefensión con relevancia jurídico constitucional se produce cuando la vulneración de las normas procesales lleva consigo la privación del derecho a la defensa con el consiguiente perjuicio real y efectivo para los intereses del afectado (TS 22-7-88, RJ 155). En este caso, el hecho de haberse omitido el trámite de audiencia y la correspondiente puesta de manifiesto del expediente, ha provocado que la ADSG, al no poder contrastar la información relativa al censo, no haya podido defenderse y alegar lo que a su derecho corresponde, ya que en este censo pueden existir errores materiales, falta de actualización de los animales que constan en él, etc. como ya se ha tenido ocasión de comprobar en otros trámites relacionados con el mismo.

2.- En la falta de motivación del acto administrativo que provoca la nulidad del acto (art. 62.1 a)), en cuanto se ha visto afectado el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva. Y esto es así ya que la LRJPAC, aunque no establece la motivación como requisito general de todo acto administrativo, pues sólo los actos que se enumeran en el art. 54.1 deben ser motivados, con expresión sucinta de hechos y fundamentos de derecho, si bien, dada la extensión de los supuestos contemplados en el citado precepto, la Jurisprudencia tiene establecido que la motivación constituye la regla general. Pues bien, en la citada propuesta de resolución no se motiva el acto ya que:

a) No permite que el interesado pueda conocer con exactitud y precisión el cómo, cuándo, cómo y porqué de la decisión administrativa, al objeto de poder articular su defensa.

b) No permite al interesado contar con los medios de defensa necesarios para impugnar la actuación de la Administración (TS 7-10-98, RJ9585).

c) La motivación, aunque no tiene porqué ser prolija, casuística y exhaustiva (TS 19-1-87), puede ser escueta y breve, ha de permitir conocer la razón esencial de la decisión adoptada por la Administración, con la amplitud necesaria para su adecuada posible defensa (TS 27-12-99, RJ9641), permitiendo también, a su vez, a los órganos jurisdiccionales el conocimiento de los datos fácticos y normativos que les permitan resolver la impugnación judicial del acto (Const. Art. 106.1), cuestiones que no es posible determinar a partir del acto notificado.

d) Es criterio común que la motivación generalizada, imprecisa y estereotipada no satisface las exigencias mínimas de justificación del criterio administrativo. Igualmente la mera remisión global a cierta normativa no es motivación sucinta, sino genérica e imprecisa que merece reputarse inexistente (TS 17-2-89, RJ 1182).

e) La motivación tiene su razón de ser en que permite controlar la causa del acto (TS 11-2-98, RJ 1588), por lo que debe existir relación precisa entre los fundamentos citados en el texto del acto y la decisión que el mismo comporta.

f) La mera cita de preceptos aplicables, sin más, no es suficiente en todos los casos (TS 17-2-90, RJ 783; 21-9-90, RJ 6847). Así, en supuestos en los que la complejidad de la materia objeto del acto de que se trate lo exija (como en este caso), la mención de los preceptos aplicados ha de completarse con razones adicionales.

En virtud de lo expuesto, 

SOLICITO QUE: Habiendo por presentado este escrito, se digne admitirlo, tener por interpuesto RECURSO POTESTATIVO DE REPOSICIÓN contra la Resolución del Delegado Provincial, de concesión de ayuda a la ADSG por la ejecución de los programas sanitario mínimo y complementario durante el periodo desde el 01/01/06 al 31/12/06 y, previa la tramitación que corresponda y con estimación de las razones de la presente impugnación, dicte resolución por la que se acuerde la nulidad de la resolución por omisión del trámite de audiencia y por falta de motivación y, subsidiariamente, se acuerde por estos hechos, la retroacción del expediente al momento anterior a dictarse la resolución impugnada, se de trámite de audiencia mediante la puesta de manifiesto del expediente administrativo para que en el plazo de quince días se pueda alegar lo que a su derecho convenga y presentar los documentos y justificaciones que estimen oportunos en virtud de lo previsto en el artículo 84.1º y 2º de la LRJPAC).

En ______ a _____ de _______ de 2007

Fdo. ______________

ILMO. SR. DELEGADO PROVINCIAL DE ______________
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